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Ante la celebración de la primera vuelta de las elecciones de la UCV y los retos enfrentados 

durante su celebración, resulta importante contextualizar la política de Estado dirigida en contra 

de la Autonomía Universitaria y la Libertad académica en Venezuela, donde una de las principales 

prácticas ha sido impedir la celebración de elecciones dentro de las universidades con la finalidad 

de cooptar la gobernabilidad dentro de las casas de estudio y erradicar la posibilidad de contar 

con generaciones de liderazgo de relevo. Esta práctica se ha extrapolado a otros procesos 

electorales para la renovación de asociaciones de profesores y federaciones de centros 

universitarios. 

En este sentido, este trabajo realiza una revisión breve sobre los retos a la autonomía 

universitaria y la libertad académica desde un punto de vista normativo en Venezuela. En 

segundo lugar, se realiza una revisión sobre prácticas tales como: decisiones judiciales, asfixia 

presupuestaria, entre otras, dirigidas a prevenir la realización de elecciones dentro de las 

universidades venezolanas. De esta manera, se pretende graficar la gran importancia del proceso 

electoral que se encuentra en desarrollo dentro de la UCV y la dimensión de los retos que 

enfrenta la comunidad universitaria para poder realizarlo. La importancia de contar con una 

comunidad académica con experiencia y capaz de articular procesos electorales que se guíen por 

los principios de responsabilidad social, colaboración, confiabilidad, transparencia, 

imparcialidad, equidad, igualdad, celeridad y eficiencia se hace más vigente que nunca, ante la 
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agudización de la crisis del Consejo Nacional Electoral (CNE) donde recientemente sus rectores 

han renunciado y propiciado un vacío institucional sin precedentes1. Experiencias democráticas 

exitosas en la comunidad universitaria permiten robustecer por consecuencia el orden 

democrático venezolano a nivel general, primero desde el fortalecimiento de la preparación de 

las generaciones de relevo para estos escenarios, así como generar una mayor capacidad crítica 

para una valoración técnica de procesos electorales nacionales desde la perspectiva de la 

academia. 
 

I. Revisión del marco normativo en la República Bolivariana de Venezuela 

1. En Venezuela, la Constitución Nacional consagra la autonomía universitaria en su artículo 

109. Esta disposición establece que las universidades son autónomas para dictar sus 

propias “normas de gobierno, funcionamiento y la administración eficiente de su 

patrimonio bajo el control”. De igual manera, la disposición in comento prevé que los 

miembros de la comunidad universitaria son los estudiantes, profesores y egresados de 

las universidades autónomas, los cuales en principio deben “dedicarse a la búsqueda del 

conocimiento a través de la investigación científica, humanística y tecnológica, para 

beneficio espiritual y material de la Nación”. 

 
La definición de la autonomía universitaria se encuentra en armonía con lo previsto en la 

Ley de Universidades vigente (1970), la cual establece en su artículo 9 que las 

universidades gozan de autonomía organizativa, económica y financiera, académica y 

administrativa. De esta manera, el artículo define estas dimensiones de la autonomía de 

la siguiente manera: 

 
i. “Artículo 9.- Las Universidades son autónomas. Dentro de las previsiones 

de    la     presente     Ley     y     de     su     Reglamento,     dispones     de: 

1.- Autonomía organizativa, en virtud de la cual podrán dictar sus normas 

internas; 

2.- Autonomía académica, para planificar, organizar y realizar los 

programas de investigación, docentes y de extensión que fueren 

necesarios        para         el         cumplimiento         de         sus         fines; 

3.- Autonomía administrativa, para elegir y nombrar sus autoridades y 

designar   su   personal   docente,   de   investigación   y   administrativo. 

4.- Autonomía económica y financiera para organizar y administrar su 

patrimonio”. 
 

 
 

1 Ver: https://accesoalajusticia.org/oficialismo-venezuela-implosiona-consejo-nacional-electoral/ 

https://accesoalajusticia.org/oficialismo-venezuela-implosiona-consejo-nacional-electoral/
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2. Al respecto de las elecciones para cargos de representación dentro de la universidad, 

gracias a la autonomía administrativa las casas de estudio tienen la facultad para elegir 

sus autoridades, asimismo mediante el ejercicio de la autonomía organizativa pueden 

crear las normas para sustanciar los procesos electorales a que hubieren lugar. En este 

sentido, la Ley de Universidades establece en su artículo 26 Nº13 que el Consejo 

Universitario, como máxima autoridad interna de la universidad, será el encargado de 

“reglamentar las elecciones universitarias de conformidad con esta ley y Reglamento, y 

nombrar la Comisión que organizará dicho proceso”. 

 
3. A pesar de la claridad y armonía existente entre la Constitución Nacional y la Ley de 

Universidades vigente, las autoridades adscritas al Partido Unido Socialista de Venezuela 

(PSUV) y al Ejecutivo Nacional se han encargado de implementar la creación de un marco 

jurídico destinado a violentar la autonomía universitaria protegida en la Constitución. En 

el año 2009, la Asamblea Nacional, cuyos miembros en su mayoría estaban afiliados al 

PSUV, aprobó la creación de la Ley Orgánica de Educación. Dicho instrumento normativo 

prevé en su artículo 5 la controversial institución del “Estado Docente”, sentando las 

bases legales para una práctica manifiesta intervencionista y de imposición ideológica por 

parte del Ejecutivo Nacional en los distintos niveles de educación en Venezuela. 

 
Particularmente, el artículo 34 de la LOE modifica la conformación de la comunidad 

universitaria, al establecer que esta no solo estará conformada por estudiantes, 

profesores y egresados, sino también personal obrero y administrativo, los cuales 

participarán en los procesos electorales de elección de autoridades universitarias. De tal 

manera que, al pretender modificar el contenido y alcance de una institución previsto por 

la Constitución a través de un instrumento legal, se desprende una violación del principio 

de supremacía constitucional material previsto en el artículo 7 del propio texto de la 

Constitución Nacional, el cual prevé “La Constitución es la norma suprema y el 

fundamento del ordenamiento jurídico. Todas las personas y los órganos que ejercen el 

Poder Público están sujetos a esta Constitución”. 

 
4. Es preciso recordar que “a través de la LOE – reformada en 2009 – el Estado venezolano 

aplica artículos violatorios de la autonomía y de la libertad académica a las universidades, 

derivados de un Proyecto de Reforma de la Ley Orgánica de Educación Universitaria 

(PLEU), aprobado por la Asamblea Nacional (AN) en diciembre de 2010, pero vetado por 

el Ejecutivo en enero 2011. Pese a ello y a varios recursos interpuestos por las 
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universidades ante el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ), solicitando la nulidad de dichos 

artículos (no decididos a la fecha), éstos siguen aplicándose a todas las universidades”2. 

 
5. Finalmente, la sociedad civil y académicos han afirmado que “(…) a través de la LOE las 

autoridades del Estado venezolano aplican interpretaciones violatorias de la autonomía y 

de la libertad académica en contra de las universidades3 bajo condicionamientos 

ideológicos, derivados del Plan de la Patria 2013-20194 (Segundo Plan Socialista de 

Desarrollo Económico y Social), del Proyecto de Reforma de la Ley Orgánica de Educación 

Universitaria (PLEU), aprobado por la Asamblea Nacional (AN) en diciembre de 2010, pero 

vetado por el Ejecutivo en enero 20115, entre otros.”6 

 

 
II. Prácticas dirigidas a impedir la celebración de elecciones en la comunidad universitaria 

en Venezuela 
 

 

II.1. Decisiones del Poder Judicial 

1. El establecimiento de un marco normativo violatorio de la libertad académica y la 

autonomía universitaria no ha sido realizado de manera aislada. Este marco normativo ha 

generado la implementación de prácticas enmarcadas en una política de Estado en contra 

de las universidades y los universitarios. Una de las prácticas dentro de esta política ha 

sido la implementación de decisiones judiciales que impiden el ejercicio de la autonomía 

organizativa, administrativa y financiera, de gobierno y académica. Desde el año 2010, 

Aula Abierta ha documentado la existencia de más de 50 decisiones del poder judicial que 

afectan la autonomía universitaria y que tienen un impacto en la libertad académica y 

otros derechos humanos de los universitarios, como el derecho a la libertad de asociación 
 

 

2 Contribución para Segundo Ciclo del Examen Periódico Universal de Venezuela, en el Período de Sesiones N° 26 

del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Restricciones y represalias contra la autonomía y la 

libertad académica en el sistema de educación superior de Venezuela Marzo, 2016. Párrafo 2, pp 2. Disponible en: 

http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2016/10/ODDHHULA-Venezuela-Restricciones-y-represalias- 

contra-la-autonom%C3%ADa-y-la-libertad-acad%C3%A9mica-en-el-sistema-de-educaci%C3%B3n-superior.pdf 
 

3 Gómez Gamboa, D. A., Villalobos Fontalvo, R. A., & Romero La Roche, D. (2019). Restricciones a la libertad 

académica y la autonomía universitaria en la Jurisprudencia Venezolana (2010-2019). Frónesis, 26(3), 3-57, pp 8. 

Recuperado a partir de https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/view/35232 
 

4 Ver: https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/download/35232/37306?inline=1#_ftn15 
 

5 Ver:https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/download/35232/37306?inline=1#_ftn17 
 

6 Gómez Gamboa, D. A., Villalobos Fontalvo, R. A., & Romero La Roche, D. (2019). Restricciones a la libertad 

académica y la autonomía universitaria en la Jurisprudencia Venezolana (2010-2019). Frónesis, 26(3), 3-57, pp 8. 

Recuperado a partir de https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/view/35232 

http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2016/10/ODDHHULA-Venezuela-Restricciones-y-represalias-contra-la-autonom%C3%ADa-y-la-libertad-acad%C3%A9mica-en-el-sistema-de-educaci%C3%B3n-superior.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2016/10/ODDHHULA-Venezuela-Restricciones-y-represalias-contra-la-autonom%C3%ADa-y-la-libertad-acad%C3%A9mica-en-el-sistema-de-educaci%C3%B3n-superior.pdf
https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/view/35232
https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/download/35232/37306?inline=1&_ftn15
https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/download/35232/37306?inline=1&_ftn17
https://produccioncientificaluz.org/index.php/fronesis/article/view/35232
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y la educación de calidad7. En este sentido, al menos 16 decisiones estaban destinadas a 

suspender procesos electorales y ordenar a las universidades, de manera 

inconstitucional, reformar sus reglamentos basados en la cuestionada LOE de 2009. 

 
2. En el “II informe anual de la Relatoría Especial sobre Derechos Económicos, Sociales, 

Culturales y Ambientales (REDESCA) de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH)8 correspondiente al 2018, se destacó la preocupación por las decisiones 

judiciales que vulneran la autonomía institucional universitaria9 (Véase párrafo 231): 

 
Pár. 231. Finalmente, en el ámbito del derecho a la educación, con 

especial atención a la educación superior, con preocupación se toma 

nota que el 21 de noviembre de 2018, el Presidente de la República, en 

el marco del día del estudiante universitario, en cadena nacional de 

radio y televisión, solicitó a los estudiantes a crear “Milicias 

Universitarias” para defender la “revolución” y dar apoyo a su gobierno 

“con las armas en la mano”. Dentro de esta misma dinámica entre el 

2010 y el 2018 al menos han sido emitidas 50 decisiones judiciales que 

vulneran la autonomía institucional universitaria. 

 
3. En el caso de la UCV, en el año 2011 un grupo de profesores jubilados, contratados, 

trabajadores administrativos, obreros y estudiantes universitarios pertenecientes a la 

comunidad universitaria de la UCV interpusieron un recurso contencioso electoral 

conjuntamente con una solicitud de medida cautelar innominada contra el boletín 

Electoral N° 01112011, dictado por la Comisión Electoral de la UCV, por considerarlo 

inconstitucional, al no incluir al grupo de personas al que pertenecen como participantes 

del proceso electoral de elección de autoridades Decanales y candidatos al Consejo de 

Apelaciones para el periodo 2011 - 2014. La Sala Electoral utiliza como eje para su 

motivación, el criterio pronunciado en el caso UCLA el 11 de agosto del año 2010. Así, la 

Sala Electoral indicó que: “Respecto al artículo parcialmente transcrito, esta Sala Electoral 

en sentencia número 120 de fecha 11 de agosto de 2010 (caso Universidad 

Centrooccidental Lisandro Alvarado), estableció lo siguiente: 

 
 

7 INFORME: DECISIONES DEL PODER JUDICIAL QUE ATENTAN CONTRA EL PRINCIPIO DE 

AUTONOMÍA UNIVERSITARIA Y LA LIBERTAD ACADÉMICA EN VENEZUELA. Disponible en: 

http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2018/01/Aula-Abierta-Venezuela-informe-preliminar-sobre- 

decisiones-del-poder-judicial-venezolano-que-atentan-contra-la-autonomia-universitaria-y-la-libertad-academica.pdf 
8Ver: http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2018/docs/IA2018REDESCA-es.pdf 
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2017/08/informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder- 
judicial-1.pdf   

9 Ver: http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2018/11/26/apologia-de-odio-nacional-maduro-propone-crear- 
milicias-universitarias/   

http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2018/01/Aula-Abierta-Venezuela-informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder-judicial-venezolano-que-atentan-contra-la-autonomia-universitaria-y-la-libertad-academica.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2018/01/Aula-Abierta-Venezuela-informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder-judicial-venezolano-que-atentan-contra-la-autonomia-universitaria-y-la-libertad-academica.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2018/docs/IA2018REDESCA-es.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2018/docs/IA2018REDESCA-es.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2017/08/informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder-judicial-1.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2017/08/informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder-judicial-1.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2018/11/26/apologia-de-odio-nacional-maduro-propone-crear-milicias-universitarias/
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2018/11/26/apologia-de-odio-nacional-maduro-propone-crear-milicias-universitarias/
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i. “…Del contenido de dicha norma concluye la Sala que el Legislador 

Nacional, a través de una Ley Orgánica que regula en pleno el 

sector educación, incluyendo a las Universidades (públicas, 

privadas o experimentales) como uno de los subsistemas del 

sistema educativo, consideró pertinente, en ejercicio de la 

discrecionalidad y soberanía resaltada por la Sala Constitucional en 

su sentencia N° 898 del 13 de mayo de 2002 (caso: Universidad 

Central de Venezuela), suprimir la diferenciación establecida en la 

Ley de Universidades (norma que, como se señaló, sirve de 

inspiración a los artículos 18 y 19 del Reglamento Ejecutivo de la 

UCLA), e incluir, la igualdad en la participación y el protagonismo 

de todos los miembros de la comunidad universitaria en los 

procesos electivos de sus autoridades, es decir, a profesores 

(independientemente de su condición o categoría), estudiantes, 

personal administrativo y obrero, y egresados. 

 
ii. Asimismo, evidencia la Sala que, a diferencia del criterio 

establecido por la Sala Constitucional en la sentencia N° 898 del 13 

de mayo de 2002, la norma en comento dispone que tal derecho de 

participación no se funda ‘…en criterios de orden académico…’, aún 

cuando se trate de la elecciones universitarias, sino que se 

establece claramente como un derecho político de todos los 

miembros de la comunidad universitaria, para ser ejercido 

plenamente y en igualdad de condiciones. 

 
4. Basado en la ampliación inconstitucional de la composición de la comunidad universitaria 

previsto en el artículo 34 de la LOE, la Sala Electoral ordenó a la UCV suspender su proceso 

de elecciones y reformar su reglamento electoral, estableciendo que: 

 
a. “SEGUNDO: Se ORDENA a la Comisión Electoral de la Universidad Central de 

Venezuela, suspender cualquier proceso electoral pautado, hasta tanto no se dicte 

el nuevo Reglamento de Elecciones Universitarias.” 

b. TERCERO: Se ORDENA a la Rectora de la Universidad Central de Venezuela, que en 

un lapso perentorio, que no podrá exceder de quince (15) días hábiles de la 

Universidad, contados a partir de la notificación del presente fallo, proceda a 

convocar al Consejo Universitario, para que ese órgano colegiado, dentro del lapso 

de treinta (30) días hábiles, reforme y publique el Reglamento de Elecciones de la 
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Universidad Central de Venezuela, a fin de ajustar su contenido a las disposiciones 

de la vigente Ley Orgánica de Educación y a las consideraciones emitidas por esta 

Sala 

c. CUARTO: Se ORDENA que una vez sea reformado el Reglamento de Elecciones de 

la Universidad Central de Venezuela, se convoque al proceso de elecciones 

suspendido por esta Sala, en un lapso perentorio, que no podrá exceder de treinta 

(30) días hábiles de la Universidad contados a partir de la publicación del 

mencionado Reglamento en los medios oficiales y habituales de la Universidad. 

d. QUINTO: Se ORDENA que las actuales autoridades permanezcan en sus cargos, de 

manera transitoria, hasta tanto se convoque un nuevo proceso electoral, donde 

sean elegidas las nuevas autoridades , en el marco del nuevo Reglamento de 

Elecciones de la Universidad Central de Venezuela que esta Sala ordena dictar, y 

sean juramentadas las nuevas autoridades. (…)”. 

 

II.2. La Sentencia 032410 

1. Los ataques desde el Poder Judicial en contra de la autonomía universitaria alcanzaron su 

punto crítico a través de la sentencia 0324 del año 2019. En la sentencia Nº0324 la Sala 

Constitucional contraría la norma de la Ley de Universidades y el reglamento interno de 

las universidades en relación al procedimiento electoral, creando nuevas reglas. 

 
2. Es de destacar que la Sala Constitucional bajo el argumento del control de oficio de la 

constitucionalidad como potestad de máximo y último intérprete de la Constitución y 

garante del orden público constitucional, ha hecho uso de la jurisdicción normativa. La 

jurisdicción normativa implica la creación judicial de normas de alcance general, que 

supone la usurpación de funciones y afecta la seguridad jurídica, al generar conflictos con 

el poder legislativo11, pero lamentablemente ha sido una irregularidad constante y 

recurrente de la Sala desde hace más de una década. Si bien en la sentencia 0324, la Sala 

no modifica un texto legal, si suspende “cautelarmente la aplicación de los artículos 31,32 

y 65 de la Ley de Universidades”, y al mismo tiempo genera nuevas normas que debían 

aplicar las universidades en sus procesos electorales mediante la incorporación de las 

mismas a los reglamentos internos (normas de rango sublegal). 
 

 

10 Esta sección se basa principalmente en el contenido del de Aula Abierta“INFORME PRELIMINAR: DECISIONES 

DEL PODER JUDICIAL QUE AFECTAN EL GOBIERNO UNIVERSITARIO AUTONÓMO EN VENEZUELA. 

AGOSTO – DICIEMBRE 2019.”. 

 
11 Berríos Ortigoza, Juan Alberto La Sala Constitucional y la jurisdicción normativa en Venezuela: Estudio sobre la 

SSC 301/2007 Cuestiones Jurídicas, vol. II, núm. 2, julio-diciembre, 2008, pp. 51-87. Disponible en: 

https://www.redalyc.org/pdf/1275/127519338004.pdf 

https://www.redalyc.org/pdf/1275/127519338004.pdf
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3. De este modo la Sala en contravención a la Constitución y la Ley plantea: “Registro 

Electoral Universitario de cada Universidad comprenderá cinco (5) registros; el acto 

eleccionario se hará en forma única para todos los cargos rectorales universitarios y en 

todos los sectores electorales; y los votos de los sectores se sumarán o contarán -de forma 

simultánea- por cada sector electoral, esto es: 1) votos de profesores, 2) votos de 

estudiantes, 3) votos de egresados, 4) votos de personal administrativo y 5) votos de 

personal obrero. 2.- Se proclamará candidato electo únicamente a quien haya resultado 

ganador en al menos tres (3) de los cinco (5) sectores electorales y haya obtenido”.12 

 
4. Por tanto, se derivan del anterior extracto la conformación de 5 registros electorales, es 

decir una política irrazonable estableciendo como candidato ganador el que obtenga 

mayoría de votos en tres de los 5 sectores. 

 
5. La sentencia contiene la siguiente previsión en su dispositivo “En las Universidades cuyas 

autoridades tengan el período vencido, sus comisiones electorales deberán convocar a 

elecciones, elaborar el Registro Electoral Universitario, celebrar las elecciones, totalizar 

votos, adjudicar y proclamar a los ganadores con base en las presentes reglas en un plazo 

que no podrá exceder de seis (6) meses a partir de la publicación de la presente decisión. 

Transcurrido dicho lapso, cesa la permanencia legal de las autoridades universitarias con 

período vencido, quedando la vacante absoluta de dichos cargos”. 

 
6. Por consiguiente, esta sentencia es inconstitucional, nula de pleno derecho, amenaza bajo 

términos injerencistas con la realización de elecciones de autoridades rectorales 

menoscabando la autonomía universitaria consagrada en la Constitución venezolana, 

dentro del plazo de 6 meses que una vez transcurridos, amenaza con declarar la vacante 

absoluta de los cargos en aquellas universidades donde no se celebren las elecciones. 

 
7. Adicionalmente, existen otros puntos de la sentencia 0324 que son contrarios a derecho, 

a saber13: 

-Violación a la autonomía universitaria y la libertad académica 
 
 

 

12 Sala Constitucional, Tribunal Supremo de Justicia (2019). Sentencia No. 0324. Véase: 

https://pandectasdigital.blogspot.com/2019/09/sentencia-n-0324-en-la-que-se-declara.html#more 
 

13 Este segmento es un extracto del análisis presentado en la nota de prensa de Aula Abierta “Vicios de la sentencia 

0324 se mantienen a pesar de la suspensión del TSJ”. Disponible en: 

https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/02/28/vicios-de-la-sentencia-0324-se-mantienen-a-pesar-de-la- 

suspension-del-tsj/ 

https://pandectasdigital.blogspot.com/2019/09/sentencia-n-0324-en-la-que-se-declara.html#more
https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/02/28/vicios-de-la-sentencia-0324-se-mantienen-a-pesar-de-la-suspension-del-tsj/
https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/02/28/vicios-de-la-sentencia-0324-se-mantienen-a-pesar-de-la-suspension-del-tsj/
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8. El artículo 109 de la Constitución consagra el principio de autonomía universitaria, en 

palabras de Andrés Raúl Páez, profesor de la Cátedra Derecho Constitucional de la 

Universidad Central de Venezuela “solamente los egresados, estudiantes y docentes 

componen el claustro universitario, en cambio, esta sentencia ordena a las cinco 

universidades nacionales que el sector de los empleados y los obreros participen en la 

designación de las autoridades universitarias”, así declaró para Aula Abierta. 

 
9. “Esta sentencia sale en un recurso de nulidad que interpuso hace once años cinco 

universidades nacionales, cuatro experimentales y la Universidad Católica Andrés Bello 

para anular un artículo de la Ley Orgánica de la Educación Superior que, en el 2008 con el 

oficialismo, quienes tenían la mayoría del PSUV en la Asamblea, en contra de la Reforma 

Constitucional que se rechazó en el año 2007 aprobaron esa Ley Orgánica de Educación 

Superior”, señaló Páez. 

 
10. “Hay que destacar que el propio Chávez en el 2011 rechazó esta Ley, y este artículo 

simplemente dice que la elección de las autoridades corresponde a los egresados, 

estudiantes y docentes, pero añade a un grupo que son los empleados administrativos y 

los obreros, eso contraería expresamente lo que dicen los artículos 102, 104 y 

especialmente el 109 de la carta magna”, agregó el profesor. 

 
11. Resulta preocupante el desconocimiento del Estado venezolano, el cual a través del Poder 

Judicial, específicamente de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ), 

mediante la sentencia N° 0324, generó una violación directa a la libertad académica y a 

la autonomía universitaria, con ocasión a la “declaratoria parcial” de la medida cautelar 

solicitada por la rectora de la Universidad Central de Venezuela (UCV), Cecilia García 

Arocha y otras 9 autoridades rectorales de las universidades autónomas del país que 

forman parte de la Asociación Venezolana de Rectores Universitarios (AVERU). 
 

-Vulneración del principio constitucional de autonomía universitaria 

 
12. La decisión Nº 0324 vulnera el artículo 109 de la Constitución venezolana, al desvirtuar la 

naturaleza de la estructura del claustro universitario, en la que incluye al personal 

administrativo y obrero de las universidades en los procesos electorales. Se evidencia que 

la referida decisión ordenó la realización de elecciones para renovar autoridades 

universitarias con periodos vencidos, así como la reforma de los reglamentos electorales 

internos en un plazo de seis (6) meses, lo cual constituye una violación a la autonomía 

organizativa, en virtud de esto las universidades pueden dictar sus normas internas; y la 

autonomía administrativa, que comprende la facultad de las universidades de elegir, 
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nombrar sus autoridades y designar su personal docente, de investigación y 

administrativo, ambas contempladas en el artículo 9 de la Ley de Universidades vigente. 
 

-Usurpación de funciones del Poder Legislativo 

 
13. Si bien la Sala Constitucional en virtud del artículo 335 de la Constitución venezolana 

puede interpretar el contenido o alcance de las normas constitucionales con efectos 

vinculantes para las otras Salas del TSJ y demás tribunales de la República, no por ello 

puede convertirse en un legislador positivo, usurpando las funciones propias del Poder 

Legislativo. Ahora bien, la Sala se atribuyó funciones legislativas, las cuales no le son 

propias, de acuerdo a la clasificación tradicional de las funciones públicas establecidas en 

la Constitución, al crear un procedimiento electoral para la elección de autoridades de las 

universidades autónomas del país, lo cual configura una usurpación de funciones, como 

vicio de la competencia de carácter constitucional y que como se mencionó es una 

consecuencia del ejercicio de la llamada jurisdicción normativa. 

 
-Vulneración del principio de reserva legal 

 
14. La Sala Constitucional vulnera el principio de reserva legal, por cuanto el Poder Legislativo 

es el único órgano competente para la creación de normas procedimentales, sin embargo, 

en la sentencia Nº 0324, la Sala crea nuevas reglas para regular la celebración de 

elecciones universitarias. 

 
15. Además, esta decisión establece que transcurrido un lapso de 6 meses, sin llevar a cabo 

las elecciones, cesa la permanencia legal de las autoridades universitarias con período 

vencido, quedando la vacante absoluta de dichos cargos, crea una nueva causal de 

remoción de las autoridades universitarias, que se traduce en una nueva sanción 

administrativa, la cual es objeto de reserva legal, según lo dispuesto en los artículos 49.6 

de la Constitución Nacional, 10 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos y 

89 de la Ley Orgánica de la Administración Pública. 
 

-Fraude a la ley 
 

16. La Sala Constitucional, suspende la aplicación de los artículos 31, 32 y 65 de la Ley de 

Universidades (LU), con fundamento en el artículo 130 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Supremo de Justicia, no con la finalidad de asegurar las resultas del proceso pendiente, 

sino con el fin de sesgar la vigencia de una Ley que sigue en vigencia, pues no existe una 

nueva norma creada por el Poder Legislativo que la haya dejado sin efecto por medio de 

la derogación y tampoco se ha celebrado un referendo abrogatorio, que son las dos vías 



12  

constitucionales para terminar la vigencia de una ley en el ordenamiento jurídico 

venezolano. 
 

-Adelanto de opinión al fondo del asunto principal en sede cautelar 

 
17. En sede cautelar, el Tribunal no puede pronunciarse sobre el fondo del asunto principal, 

que en este caso, versa sobre la nulidad por inconstitucionalidad del artículo 34.3 de la 

Ley Orgánica de Educación (LOE), sin embargo, la Sala Constitucional, en su sentencia Nº 

0324, decide aplicar los sectores electorales constitutivos de la comunidad universitaria 

dispuestos en el artículo 34.3 de la Ley Orgánica de Educación (LOE), a saber: los 

profesores, estudiantes, egresados, personal administrativo y personal obrero, en el 

marco del régimen transitorio para la elección de las autoridades de la UCV y demás 

universidades autónomas del país, lo cual constituye un adelanto de opinión al mérito del 

asunto principal, en consecuencia, se configura una causal de recusación de los 

magistrados que suscribieron el fallo, de conformidad con lo establecido en el numeral 

15 del artículo 82 del Código de Procedimiento Civil. 
 

-Vicio de incongruencia 

 
18. La Sala incurre en el vicio de incongruencia negativa, al guardar absoluto silencio con 

respecto a la tutela cautelar solicitada, por cuanto en ninguna parte de la sentencia 

declara expresamente la procedencia o improcedencia de la suspensión de los efectos del 

artículo 34.3 de la LOE. Por el contrario, la Sala resuelve sobre asuntos no alegados por la 

solicitante, dando algo distinto a lo pedido, es decir, la orden de celebración de las 

elecciones universitarias, las cuales nunca fueron solicitadas en el escrito de medida 

presentado por las autoridades universitarias, incurriendo así en el vicio de incongruencia 

positiva por extrapetita, según lo dispuesto en el ordinal 5 del artículo 243 del CPC. 

 
-Vicio de inmotivación 

 
19. La Sala vulnera lo establecido en el ordinal 4 del artículo 243 del CPC, que exige la 

motivación de toda decisión judicial, como parte del derecho a la tutela judicial efectiva 

consagrado en el artículo 26 de la CRBV, al incurrir en una contradicción entre los motivos 

y la parte dispositiva del fallo, al afirmar que el solicitante cumple con los extremos 

exigidos para el decreto de la medida cautelar requerida, sin declarar su procedencia en 

derecho. Este vicio también se presenta cuando Sala decreta de oficio una medida 

cautelar sin verificar el cumplimiento de los extremos exigidos para el decreto de tal 

medida. 
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-Ilegalidad en el procedimiento de emisión de la sentencia 

20. Debe recordarse que la sentencia 0324 fue dictada en agosto de 2019, mes en el cual se 

desarrollan las vacaciones judiciales colectivas en Venezuela. Sobre este punto, debe 

tenerse en consideración lo ratificado por la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo 

de Justicia en decisión del expediente Nº Exp: 16-958, Sentencia Nº RC.00042514: 

 
“De acuerdo a la anterior sentencia vinculante de la Sala Constitucional, en los casos de 

receso judicial los juicios en curso deberán quedar en suspenso y paralizados sus lapsos 

procesales sin que pueda transcurrir acto procesal alguno, aun cuando dichos lapsos se 

computen por días calendarios o consecutivos hasta la efectiva reanudación de las 

actividades jurisdiccionales. Así pues, en resumen se tiene que el lapso correspondiente 

al receso judicial comprendido entre el 15 de agosto al 15 de septiembre y de 

las vacaciones judiciales que se disfrutan entre los días 24 de diciembre al 6 de enero, 

todos inclusive, las causas deberán permanecer en suspenso y en ellas no correrán lapso 

procesal alguno, motivo por el cual, dichos periodos de tiempo que totalizan la cantidad 

de cuarenta y seis (46) días de inactividad judicial, se deberán excluir del respectivo cálculo 

para que opere la perención de la causa, sea esta mensual, semestral o anual, establecidas 

en el artículo 267 del Código de Procedimiento Civil.” 

 
21. Al respecto, Manuel Rachadell denunció que «no se puede dictar sentencia en un período 

vacacional, salvo en una situación especial que verse sobre solicitudes de amparo 

constitucional, juicios penales o cuando las partes de un juicio civil o administrativo se 

ponen de acuerdo y van ante el Tribunal y piden la sentencia. O bien, una parte pide que 

se notifique a la otra para que se pueda dictar la sentencia, pero en este caso (decisión 

0324) no notificaron a nadie. » 

-Violación del artículo 201 del Código de Procedimiento Civil 

 
22. La sentencia N° 0324 fue dictada en medio de uno de los períodos vacacionales de los 

Tribunales de la República, específicamente el 27 de agosto de 2019, el cual tiene lugar 

desde el 15 de agosto al 15 de septiembre, según lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Civil (CPC) venezolano. 

 
23. Según dicha disposición legal, durante este lapso, las causas deben permanecer en 

suspenso, a menos que se trate de amparos constitucionales, en cuyo caso los jueces, así 

sean temporales, están en la obligación de tramitar y sentenciar, por cuanto se 
 

 

14 Véase decisión: http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scc/junio/200472-RC.000425-28617-2017-16-958.HTML 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scc/junio/200472-RC.000425-28617-2017-16-958.HTML
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consideran habilitados todos los días del año, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

27 de la CRBV y el parágrafo único del artículo 201 de la Ley Adjetiva civil; o de diligencias 

urgentes, tendientes a asegurar los derechos de alguna de las partes, siempre y cuando 

se justifique la urgencia del asunto y se practique la notificación de la otra parte. 

 
24. Finalmente, la referida decisión no solo configura una violación al marco normativo 

nacional vigente, también configura una violación a los estándares internacionales en la 

materia por cuanto las políticas y acciones del Estado deben estar dirigidas a fortalecer el 

autogobierno de las universidades. Los Principios Interamericanos sobre Libertad 

Académica y Autonomía Universitaria establecen en su artículo II que “La autonomía es 

un requisito imprescindible para la libertad académica y funciona como garantía para que 

las instituciones de educación superior cumplan su misión y objetivos de producción y 

difusión del conocimiento. Como pilar democrático y expresión del autogobierno de las 

instituciones académicas, la autonomía garantiza el ejercicio de la enseñanza, la 

investigación y los servicios de extensión, al igual que la toma de decisiones financieras, 

organizacionales, didácticas, científicas y de personal. En virtud de este principio, las 

regulaciones estatales sobre educación deben estar encaminadas a la garantía del 

proceso de aprendizaje, enseñanza, investigación y difusión de forma accesible, plural, 

participativa y democrática y garantizar el autogobierno de las instituciones académicas 

que incluye, entre otros, el libre funcionamiento de los planteles docentes o cuerpos 

estudiantiles”. 

II.3. La Sentencia 0047 

1. Tras seis meses de su inconstitucional y arbitraria emisión, el Tribunal Supremo de 

Justicia, en sentencia 0047 “suspendió de oficio” medida cautelar dictada a través de su 

sentencia 0324, que ordenaba la realización de elecciones de autoridades en la 

Universidad Central de Venezuela (UCV), en contravención del artículo 109 constitucional 

y la Ley de Universidades vigente. 

 
2. El contenido íntegro del fallo se desconoce, al no encontrarse aún disponible en el portal 

web del TSJ, que está fuera de servicio desde hace un mes. Sin embargo, el TSJ hizo 

pública, a través de sus redes sociales, una nota de prensa15 en la que se expresa que la 

decisión se emana “atendiendo al compromiso de las representaciones de las 

universidades nacionales de renovar democráticamente las autoridades universitarias, 

cuyo período está largamente vencido”. 

 
 

15 Ver. https://www.facebook.com/notes/tribunal-supremo-de-justicia/sala-constitucional-del-tsj-suspende-medida- 

cautelar-consistente-en-celebrar-ele/2802534413187678/ 

https://www.facebook.com/notes/tribunal-supremo-de-justicia/sala-constitucional-del-tsj-suspende-medida-cautelar-consistente-en-celebrar-ele/2802534413187678/
https://www.facebook.com/notes/tribunal-supremo-de-justicia/sala-constitucional-del-tsj-suspende-medida-cautelar-consistente-en-celebrar-ele/2802534413187678/
https://www.facebook.com/notes/tribunal-supremo-de-justicia/sala-constitucional-del-tsj-suspende-medida-cautelar-consistente-en-celebrar-ele/2802534413187678/
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3. Es de destacar que sobre esta decisión, en el 2020 la Alta Comisionada de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos, Michelle Bachelet, en su informe titulado: 

“Resultados de la investigación de las denuncias de posibles violaciones de los derechos 

humanos a la vida, la libertad y la integridad física y moral en la República Bolivariana de 

Venezuela”16 en una referencia sobre la continuación de las amenazas a la autonomía de 

las universidades (véase párrafo 28) comentó que: 

 
…También continuaron las amenazas a la autonomía de las 

universidades, en particular mediante el acoso a algunas de las 

autoridades universitarias y la apertura de procedimientos judiciales 

contra éstas. El ACNUDH acoge favorablemente la decisión del 

Tribunal Supremo de Justicia, de febrero de 2020, de suspender la 

medida de agosto de 2019 que amenazaba la autonomía universitaria, 

con la esperanza de que allane el camino para una solución negociada 

y sostenible coherente con la autonomía universitaria. 

 
4. La profesora Diana Romero La Roche, decana de la Facultad de Ciencias Jurídicas y 

Políticas de la Universidad del Zulia, considera que la nueva resolución pretende una 

intervención a la Autonomía. “La resolución 0047-2020 de la Sala Constitucional del 

Tribunal Supremo de Justicia, es cierto que suspende la cautelar de ordenar la celebración 

de elecciones en la Universidad Central de Venezuela, pero no es menos cierto que sigue 

pretendiendo una intervención a la autonomía universitaria porque trata de imponer 

condiciones a las universidades autónomas para la celebración de los comicios electorales 

de autoridades rectorales”, aseguró17. 

 
5. En la sentencia, la Sala Constitucional insiste en vulnerar la autonomía universitaria de las 

casas de estudios superiores, al instalarlas a reformar transitoriamente sus reglamentos 

electorales de acuerdo a los parámetros contenidos en la sentencia N° 0324. 

III. Asfixia presupuestaria y sus consecuencias 
 

1. Existen otras prácticas dentro de la política de Estado que han afectado de manera 

universal el funcionamiento y el cumplimiento de su misión por parte de las universidades 
 

 

16Ver:https://www.ohchr.org/Documents/Countries/VE/A_HRC_44_20_UnofficialVersion_SP.pdf  
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/03/11/michelle-bachelet-incluye-a-las-universidades-y-ong-entre- sus-
preocupaciones/  

 

17 Ver. https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/02/28/vicios-de-la-sentencia-0324-se-mantienen-a-pesar-de- 

la-suspension-del-tsj/ 

https://www.ohchr.org/Documents/Countries/VE/A_HRC_44_20_UnofficialVersion_SP.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/03/11/michelle-bachelet-incluye-a-las-universidades-y-ong-entre-
https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/02/28/vicios-de-la-sentencia-0324-se-mantienen-a-pesar-de-la-suspension-del-tsj/
https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/02/28/vicios-de-la-sentencia-0324-se-mantienen-a-pesar-de-la-suspension-del-tsj/
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autónomas en Venezuela, dentro de ella la celebración de elecciones dentro de la 

universidad. Dentro de estas políticas, la asfixia presupuestaria ocupa un lugar crítico. 

 
2. La situación de las universidades públicas venezolanas desde finales de la primera década 

de los 2000, ha sido permeada por una serie de políticas públicas sistemáticas y reiteradas 

a lo largo de los años que resultan como mecanismos de control, gestión y reducción 

sobre los presupuestos que requieren las casas de estudio. De tal manera que las 

deficiencias que se han venido desarrollando, producto de esta conducta continuada en 

el tiempo, comportan severas violaciones al ejercicio de la autonomía universitaria y por 

consecuencia, el derecho a la libertad académica. 

 
3. El Estado venezolano ha venido incumpliendo su obligación de tomar medidas para lograr 

progresivamente la plena realización del derecho a la educación. Al menos desde el año 

2008, ha existido una política estatal dirigida a generar un déficit presupuestario en las 

universidades públicas autónomas nacionales asociadas a la Asociación Venezolana de 

Rectores Universitarios (AVERU). El Ministerio de Educación Universitaria, Ciencia y 

Tecnología ha desestimado desproporcionadamente los proyectos de presupuesto 

presentados por las universidades, aprobando partidas presupuestarias que sufren un 

déficit que en algunos casos alcanza el 99% Ver:de las necesidades reales de las 

universidades18. 

 
4. Luego de la pandemia por Covid 19, se han incrementado los problemas derivados de la 

política de Estado contra las universidades. El patrón de incidentes de inseguridad dentro 

del recinto universitario es preocupante, porque entre el 16 de marzo de 2020 y el 15 de 

diciembre de 2022 se documentaron 428 incidentes de inseguridad en las universidades, 

de los cuales 68 ocurrieron en la UCV. Incluso antes de la pandemia, la situación no era 

alentadora, los espacios universitarios han sufrido marcados deterioros ante la 

imposibilidad de mantenimiento e inversión por la existencia de un presupuesto 

deficitario19. 

 
5. En el año 2022 continuó la asfixia presupuestaria debido a que el total del presupuesto 

2022 por 62.379.455 bolívares, las “universidades nacionales” de las que no se precisa la 

cantidad, recibirán asignaciones presupuestarias por 242.401.000 bolívares. Registros 
 

 

18 INFORME PRELIMINAR SOBRE LA SITUACIÓN HISTÓRICA DE ASFIXIA PRESUPUESTARIA A 

LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS AUTÓNOMAS E INDUCIDA POR EL ESTADO VENEZOLANO. 

2000-2021 VENEZUELA. 
 

19 Ver: https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2021/06/18/a-un-ano-del-desplome-del-techo-la-infraestructura- 

de-la-ucv-esta-en-crisis/ 

https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2021/06/18/a-un-ano-del-desplome-del-techo-la-infraestructura-de-la-ucv-esta-en-crisis/
https://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2021/06/18/a-un-ano-del-desplome-del-techo-la-infraestructura-de-la-ucv-esta-en-crisis/
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oficiales indican que hay más de cuarenta y solo ocho son “nacionales autónomas”20. De 

igual manera, en el 2023 la rectora de la UCV, Cecilia García Arocha indicó que el Ejecutivo 

Nacional aún adeuda conceptos relacionados con el presupuesto de la UCV desde el año 

202021. 

IV. Deserción estudiantil/profesoral y violación al derecho a la asociación de profesores y 

estudiantes 

1. La situación de la deserción estudiantil y profesoral ha sido un elemento importante que 

ha influido en los procesos electorales en las Universidades venezolanas. El presidente de 

la Federación de Centros Universitarios (FCU) de la UCV denunció que la deserción 

estudiantil alcanza el 50% en la referida casa de estudios22. Lo anterior, genera una 

destrucción del tejido social universitario necesario para la articulación y desarrollo 

exitoso de procesos electorales donde se cuente con la participación activa de la 

comunidad universitaria. 

 
2. Ya en el informe Anual 2019 de la CIDH23 se manifiesta preocupación por la continua 

suspensión de elecciones estudiantiles (Véase párrafos 111 y 113): 

 
Pár. 111. La CIDH observa con preocupación que continúa la suspensión de 

elecciones estudiantiles, afectando la autonomía universitaria de las universidades 

autónomas de Venezuela. 

El 8 de julio de 2019, el Juzgado de Primera Instancia Civil, Mercantil y del Tránsito 

de la Circunscripción Judicial del estado de Lara ordenó la suspensión inmediata 

del proceso electoral para elegir representantes estudiantiles para la Federación 

de Centros Universitarios de la Universidad Centro-Occidental Lisandro Alvarado. 

La Comisión y su REDESCA reiteran el deber del Estado de respetar la autonomía 

universitaria. Si bien la misma no está mencionada de manera expresa en la 

Declaración Americana, la CIDH recuerda que la autonomía universitaria es un 

requisito imprescindible para la libertad académica y, por ende, para disfrutar 

plenamente del derecho a la educación, reconocido en el artículo XII de la 

Declaración Americana. 
 
 
 
 

 

20 Nota de prensa del NotiAdmin de la Universidad Central de Venezuela http://notiadmin.ucv.ve/?p=11874 
 

21 Ver: https://eldiario.com/2022/09/13/presupuesto-universidades-publicas-inexistente/ 
 

22 Véase nota de prensa “Estudiantes exigen reunirse con ministra de educación universitaria”. Disponible en: 

https://ucvnoticias.blog/2023/03/22/estudiantes-exigen-reunirse-con-ministra-de-educacion-universitaria/ 
23 Ver: http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/IA2019cap4bVE-es.pdf   

http://notiadmin.ucv.ve/?p=11874
https://eldiario.com/2022/09/13/presupuesto-universidades-publicas-inexistente/
https://ucvnoticias.blog/2023/03/22/estudiantes-exigen-reunirse-con-ministra-de-educacion-universitaria/
http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/IA2019cap4bVE-es.pdf
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Pár. 113. La CIDH y su REDESCA observan con preocupación las denuncias por 

presuntos actos de persecución política contra miembros de la Asociación 

Venezolana de Rectores Universitarios (AVREU). La CIDH tomó conocimiento de la 

aprobación del acuerdo No. 0082 del 30 de mayo de 2019. Mediante dicho 

acuerdo, el Consejo Nacional de Universidades solicitó al Ministerio Publico: “el 

inicio de una investigación penal contra los Rectores de las Universidades 

Nacionales agrupadas en la Asociación Venezolana de Rectores Universitarios 

(AVERU), con motivo de pronunciamientos públicos en los cuales desconocen el 

gobierno legítimo […]”. Este tipo de acontecimientos sugieren la 

instrumentalización del derecho penal para castigar manifestaciones políticas 

contrarias al gobierno y, de paso, vulnerar los derechos laborales de las y los 

venezolanos. 

 
 

Restricciones y represalias en contra de las Asociaciones de profesores y Federaciones de 

Centros Universitarios en Venezuela 

3. La Comisión Interamericana de los Derechos Humanos CIDH en su “Informe anual 

201824”, capítulo IV literal B dedicado a Venezuela, manifestó su preocupación sobre la 

recurrente suspensión de elecciones y de normas internas de participación política en las 

Universidades autónomas (véase en párrafos 118,119, 120, 121, 122)25 

 
 

i. En el ámbito del derecho a la educación, con preocupación se toma nota que el 

21 de noviembre de 2018, el Presidente de la República, en el marco del día del 

estudiante universitario, en cadena nacional de radio y televisión, solicitó a los 

estudiantes a crear “Milicias Universitarias” para defender la “revolución” y dar 

apoyo a su gobierno “con las armas en la mano”. Así mismo entre el 2010 y el 2018 

al menos han sido emitidas 50 decisiones judiciales que vulneran la autonomía 

institucional universitaria, y en consecuencia la libertad académica, al haber evitado 

la realización de elecciones de autoridades universitarias, suspendido los concursos 

de oposición para profesores universitarios, obligado a las universidades autónomas 

a aceptar las imposiciones de cupos para nuevos ingresos estudiantiles realizados por 

agentes externos e incluso intervenido en la celebración de los actos de grado para la 

entrega de títulos universitarios. Del mismo modo, la Sala Electoral del Tribunal 

Supremo de Justicia dictó el 27 de noviembre de 2018 la sentencia No. 102, la cual 

genera una vulneración a la autonomía universitaria, al desconocer los resultados de 
 

 

24 Ver: http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2018/indice.asp   
25 Ver: http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2017/08/informe-preliminar-sobre-decisiones-del- 
poder-judicial-1.pdf http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2018/10/22/la-universidad-del-zulia-declara-sobre- 
la-emergencia-humanitaria-compleja-en-el-sector-educativo-en-venezuela/   

http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2018/indice.asp
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2017/08/informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder-judicial-1.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2017/08/informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder-judicial-1.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2017/08/informe-preliminar-sobre-decisiones-del-poder-judicial-1.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2018/10/22/la-universidad-del-zulia-declara-sobre-la-emergencia-humanitaria-compleja-en-el-sector-educativo-en-venezuela/
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las elecciones estudiantiles celebradas el 14 de noviembre de 2018 en la Universidad 

de Carabobo imponiendo un gobierno estudiantil. 

ii. En esa misma línea se observa que existe una recurrente suspensión de 

elecciones y de normas internas de participación política en las Universidades 

autónomas. Basándose en el artículo 34 de la Ley Orgánica de Educación, la Sala 

Electoral del Tribunal Supremo de Justicia no ha permitido la renovación de 

autoridades (rectores, decanos y órganos de cogobierno). Hasta la fecha, habiendo 

suspendido desde 2011 todas las elecciones programadas en las universidades 

públicas del país. Las universidades han introducido recursos en el Tribunal Supremo 

de Justicia, solicitando la nulidad de los efectos de este artículo, sin decisión favorable 

hasta la fecha. 

iii. Observando esta situación general, la Asamblea Nacional de Venezuela en fecha 

25 de septiembre de 2018 acordó declarar la emergencia humanitaria compleja de la 

educación en Venezuela, haciendo fuertes señalamientos sobre las violaciones a la 

libertad académica y la autonomía universitaria como la asfixia presupuestaria de las 

universidades ocasionada por el MPPEUCT, el allanamiento de los recintos 

universitarios, la criminalización de la protesta de los universitarios, entre otras 

situaciones. Esta declaratoria ha sido ratificada autónomamente por los distintos 

Consejos Universitarios de las principales casas de estudios del país. 

iv. La Comisión expresa su preocupación por las denuncias relativas a las injerencias 

en la autonomía universitaria. La Comisión reitera que es deber del Estado respetar 

la autonomía universitaria. Siendo esta última un pilar fundamental del Derecho de a 

la Educación, especialmente para el libre desarrollo de los estudiantes y como eje 

principal de un Estado democrático fuerte. El debate académico no solamente 

enriquece la discusión interna de las universidades, pero también sirve para fomentar 

el debate público que fortalece las instituciones democráticas. 

v. Si bien la misma no es mencionada de manera expresa en la Declaración 

Americana, la CIDH recuerda que la autonomía universitaria es un requisito 

imprescindible para la libertad académica, la cual es a su vez necesaria para disfrutar 

plenamente del derecho a la educación, reconocido en el artículo XII de la Declaración 

Americana. En esa medida, la Comisión exhorta al Estado a revisar y modificar, de ser 

pertinente, los actos que puedan mermar la autonomía de las universidades. 

Igualmente, la Comisión expresa su condena ante las denuncias de expulsión 

arbitraria y represalias en contra de estudiantes, motivadas en razones políticas. La 

CIDH urge al Estado abstenerse de realizar este tipo de actos, e investigar y en su caso, 

sancionar los mismos. 

 

 
Obstáculos a la renovación de juntas directivas de asociaciones de profesores en Venezuela 

4. La política del Estado venezolano en contra del pleno ejercicio de la libertad de asociación 

de los profesores universitarios en Venezuela no ha cesado en el año 2022, pues se 
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documentaron nuevos casos de injerencias en el gobierno de las asociaciones de profesores 

universitarios y la continuación de la imposición salarial al sector. A continuación, se 

describen tales hechos: 

 

-Caso elecciones Asociación de Profesores de la Universidad de Venezuela (APUCV)26 

 
5. Una situación que Aula abierta ha documentado es la obstaculización a la renovación de 

las juntas directivas de las asociaciones de profesores universitarios en Venezuela, 

muestra de ello, en el año 2020 Aula Abierta realizó una encuesta a la dirigencia de las 

asociaciones de profesores universitarios que arrojó como resultado que el 73% de las 

asociaciones encuestadas tenían sus periodos vencidos, y denunciaban como principal 

motivo obstaculizaciones por parte del Consejo Nacional Electoral (CNE),27 esta situación 

ha continuado en el 2022, por lo cual, la Asociación de Profesores de la Universidad de 

Venezuela (APUCV), el 6 de octubre del 2022, realizó elecciones sin contar con la 

autorización del CNE. 

 
6. En entrevista a Aula Abierta, el presidente de APUCV, Prof. José Gregorio Afonso, indicó 

que APUCV no celebraba elecciones desde el año 2011, por lo cual según sus estatutos la 

próxima elección para la renovación de junta directiva de APUCV debió ser realizada en 

el año 2013, es decir, que la elección se realizó 9 años después, con un total de casi 5 

periodos vencidos. 28 

 
-Obstaculización a realizar elecciones de la APUCV 

 
7. Cuando se le preguntó al referido profesor sobre cual fueron los motivos del retardo de 

la realización de elecciones dijo “Los retardos en la elecciones de la para designar La junta 

directiva de la asociación de profesores de la UCV son diferentes, por algún tiempo fueron 

las restricciones que imponía el CNE para la celebración de elecciones en sindicatos y 

gremios en consecuencia ninguna asociación puede realizar elecciones sin la aprobación 
 
 

 

26 Esta sección se basa en el informe de Aula Abierta “Situación del derecho a la libertad de asociación y la libertad 

sindical de los profesores universitarios en Venezuela. 2022” 

 
27 Aula Abierta. 2021. “Informe preliminar: Situación de la libertad de asociación y expresión de los profesores 

universitarios en Venezuela (Enero 2020-2021)” http://aulaabiertavenezuela.org/wp- 

content/uploads/2021/02/INFORME-UNIVERSITARIOS-Situaci%C3%B3n-del-derecho-a-la-libertad-de- 
asociaci%C3%B3n-y-de-expresi%C3%B3n-de-los-profesores-universitarios-en-Venezuela-2020-.-2021.pdf 

 

28 Entrevista del presidente de la APUCV, Prof. José Gregorio Afonso a Aula Abierta, octubre 2022. 

http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2021/02/INFORME-UNIVERSITARIOS-Situaci%C3%B3n-del-derecho-a-la-libertad-de-asociaci%C3%B3n-y-de-expresi%C3%B3n-de-los-profesores-universitarios-en-Venezuela-2020-.-2021.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2021/02/INFORME-UNIVERSITARIOS-Situaci%C3%B3n-del-derecho-a-la-libertad-de-asociaci%C3%B3n-y-de-expresi%C3%B3n-de-los-profesores-universitarios-en-Venezuela-2020-.-2021.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/wp-content/uploads/2021/02/INFORME-UNIVERSITARIOS-Situaci%C3%B3n-del-derecho-a-la-libertad-de-asociaci%C3%B3n-y-de-expresi%C3%B3n-de-los-profesores-universitarios-en-Venezuela-2020-.-2021.pdf
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del CNE, porque luego si lo hacía sin la aprobación de este este organismo la FAPUV podía 

ser desconocida por el gobierno para discutir asuntos laborales, las cuales comportaron 

una obstaculización importante. Hasta que en el año 2017 se realizó un referendo en la 

universidad donde se le consultó a los profesores si estaban de acuerdo con este realizar 

las elecciones sin el CNE, de la cual como respuesta la se obtuvo una voluntad positiva 

para realizar elecciones sin la autorización del CNE; sin embargo, ese mismo año fue un 

año conflictivo en el país de protestas prolongada y después entramos al año 2019 que 

fue igual y bueno, en medio de una crisis política muy importante y posteriormente la 

llegada de la pandemia por el COVID-19 generó otros atrasos, hasta que se realizó la 

elección”.29 

 
8. Según estándares internacionales establecidos por la OIT, los Estados no deben 

obstaculizar de ninguna forma las elecciones y renovaciones de juntas directiva de las 

organizaciones de trabajadores, esto puede verse establecido en el artículo 3 del 

convenio 87 de la OIT “1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el 

derecho de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente 

sus representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de formular su 

programa de acción. 2. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención 

que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal.”30 

 

9. El presidente de APUCV, indicó a Aula Abierta sobre los motivos de realizar las elecciones 

de APUCV sin el CNE, lo siguiente: “En primer lugar, la intervención del CNE en las 

elecciones de las asociaciones profesorales debe ser de apoyo y auxilio, siendo potestativa 

de cada organización solicitar su intervención; no debe ser en lo absoluto un hecho 

impositivo. En segundo lugar, porque ya había un aval de los profesores que en un 

referéndum plantearon su disposición a asumir la autonomía del movimiento gremial 

convocando elecciones sin la intervención y la injerencia del CNE. En tercer lugar, porque 

estamos sustanciado la idea de las renovación de la dirigencia sindical y gremial en 

Venezuela como un paso importante para fortalecer el tejido social y caminar en la 

dirección de rescatar nuestros derechos laborales que al final son nuestros derechos 

humanos laborales”31. 
 

 
 

29 Ibidem. 

 
30 Aula Abierta. “INFORME: SITUACIÓN DEL DERECHO A LA LIBERTAD DE ASOCIACIÓN Y LA 

LIBERTAD SINDICAL DE LOS PROFESORES UNIVERSITARIOS EN VENEZUELA. 2022” 

 
31 Entrevista del presidente de la APUCV, Prof. José Gregorio Afonso a Aula Abierta, octubre 2022. 
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-Elecciones para Federación de Centros Universitarios en la UCV 

10. A través de una medida cautelar innominada contemplada en el expediente judicial 

No.2017-00010 el 14 de febrero de 2017 la Sala Electoral del TSJ decidió suspender las 

elecciones al Cogobierno y Gobierno universitario estudiantil de la Universidad Central de 

Venezuela32. A pesar de la decisión judicial, la comunidad universitaria decidió llevar a 

cabo las elecciones y el 17 de febrero Rafaela Requesens fue electa como presidenta de 

la Federación de Centros Universitarios33. La comunidad universitaria celebró de nuevo 

elecciones en el año 2019, cuando David Sosa resultó electo como presidente de la FCU34. 

 

 
V. Consideraciones acerca de la normativa electoral de la UCV para el proceso de elección de 

autoridades de 2023 

1. Las universidades en Venezuela han sido víctima de una política de Estado dirigida a 

erradicar la libertad académica y la autonomía universitaria por parte de los distintos 

órganos que conforman el Poder Público. La imposición de obstáculos para la celebración 

de elecciones de asociaciones de profesores y federación de centros universitarios es una 

práctica más dentro de la política de Estado dirigida a impedir la renovación de liderazgos 

dentro de la universidad con la finalidad de evitar la articulación en la representación de 

los intereses de la comunidad universitaria y su participación en la discusión de los 

asuntos públicos en Venezuela. 

 
2. De manera que la celebración del proceso de elecciones de autoridades rectorales en la 

UCV desde el año 2008 significa un avance histórico y necesario para garantizar el derecho 

a la libertad académica, la educación de calidad y potenciar la participación de la 

universidad     en     la     discusión     de     los     asuntos     públicos     en     Venezuela. 

 
3. El Reglamento Transitorio para la Elección de Rector, Vicerrectores, Secretario, Decanos 

y representantes profesorales de la Universidad Central de Venezuela (UCV)35 establece 

 

 

32 Aula Abierta. Elecciones en la UCV suspendidas por el TSJ. Nota de prensa. Disponible en: 

http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2017/02/16/elecciones-de-la-ucv-suspendidas-por-el-tsj/ 
 

33 Véase nota de prensa: https://ucvnoticias.blog/2017/02/18/rafaela-requesens-es-la-nueva-presidenta-de-la-fcu/ 
 

34 Véase nota de prensa: https://www.eluniversal.com/opinion/42403/presidente-de-la-fcuucv-no-ejercera-cargos- 

importantes-en-voluntad-popular 
 

35 Ver: 
http://www.ucv.ve/fileadmin/user_upload/secretaria/GACETA_UNIVERSITARIA. REIMPRESI%C3%92N._RE 

GLAMENTO_TRANSITORIO_DE_ELECCIONES_UCV_CU_01-02-2023.pdf 

http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2017/02/16/elecciones-de-la-ucv-suspendidas-por-el-tsj/
https://ucvnoticias.blog/2017/02/18/rafaela-requesens-es-la-nueva-presidenta-de-la-fcu/
https://www.eluniversal.com/opinion/42403/presidente-de-la-fcuucv-no-ejercera-cargos-importantes-en-voluntad-popular
https://www.eluniversal.com/opinion/42403/presidente-de-la-fcuucv-no-ejercera-cargos-importantes-en-voluntad-popular
http://www.ucv.ve/fileadmin/user_upload/secretaria/GACETA_UNIVERSITARIA.__REIMPRESI%C3%92N._REGLAMENTO_TRANSITORIO_DE_ELECCIONES_UCV_CU_01-02-2023.pdf
http://www.ucv.ve/fileadmin/user_upload/secretaria/GACETA_UNIVERSITARIA.__REIMPRESI%C3%92N._REGLAMENTO_TRANSITORIO_DE_ELECCIONES_UCV_CU_01-02-2023.pdf
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en su exposición de motivos que se dispone a dar cumplimiento a lo dispuesto en la 

sentencia 0324 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, indicando que 

“En cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia No. 0324, emanada de la Sala 

Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en fecha 27 de agosto de 2019, mediante 

la cual se suspende cautelarmente la aplicación de los artículos 31, 32 y 65 de la Ley de 

Universidades en cuanto a la forma de elección de las autoridades universitarias, hasta 

tanto se dicte sentencia definitiva en el proceso en curso y, se establece cautelarmente 

un régimen transitorio para la elección de las autoridades de la Universidad Central de 

Venezuela que deberá aplicarse a tal efecto. Las disposiciones que la sentencia 

interlocutoria califica de transitorias, en esencia se refieren a una modificación de Los 

Registros Electorales de la Universidad Central de Venezuela para integrarlos en cinco (5) 

sectores, que, en criterio de la Sala, conforman la comunidad universitaria, a saber: a) 

profesores, b) estudiantes, c) egresados, d) empleados administrativos, y, e) obreros. 

Todo ello, de acuerdo con la interpretación que hace dicha Sala del artículo 34, numeral 

3 de la Ley Orgánica de Educación”. 

 
4. En este sentido, el reglamento de elecciones de la UCV procede a reformular la 

composición de los registros electorales, incluyendo a obreros y personal administrativo 

junto a los profesores, estudiantes y egresados de la universidad. El artículo 6 prevé: 

“Tomando en consideración que la comunidad académica es la responsable de crear, 

asimilar y difundir el conocimiento mediante la investigación y la enseñanza, para la 

formación científica y humanística de los estudiantes, su dirección descansa en el cuerpo 

docente, por lo que se establecen porcentajes de participación asignados a cada sector, 

los cuales se calculan sobre el número total de profesores votantes. 

1) Estudiantes regulares de pregrado, le corresponde un porcentaje de veinticinco 

por ciento, (25%) 

2) Egresados, le corresponde un cinco por ciento (5%) 

3) Personal administrativo, le corresponde un diez por ciento (10%) 

4) Personal obrero, le corresponde un diez por ciento (10%)”. 

 
5. Del contenido de la referida decisión, se desprende que la universidad procedió a ampliar 

los registros electorales como lo ordena la sentencia 0324. Sin embargo, una diferencia 

respecto a la sentencia 0324 es que la sentencia ordena brindarles el mismo valor a los 

votos de cada sector de la población universitaria. Sin embargo, tal y como se desprende 

del referido artículo 6, los porcentajes fueron asignados de distinta manera. 
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6. Por otra parte, la decisión 0324 indica que, en orden de ser declarado ganador, el 

candidato o candidata deberá haber obtenido la mayoría de votos en 3 de los 5 sectores 

del registro electoral36. En el caso del reglamento de elecciones de la UCV, el artículo 7 

establece que el ganador será el candidato que sea capaz de obtener la mayoría de votos 

de manera general. Así, el artículo 7 establece: 

 
a. “El candidato al cargo postulado que haya obtenido la mayoría relativa de votos 

(mitad más uno) sumados los votos de todos los sectores electorales, se 

proclamará como candidato electo. Parágrafo Primero: En el caso de que ningún 

candidato haya logrado la mayoría relativa de votos (mitad más uno), se 

procederá a una segunda vuelta, con los dos candidatos que hayan obtenido la 

mayor cantidad de votos de los sectores electorales”. 

 
7. Del contenido de ambas disposiciones puede concluirse que la UCV, en ejercicio de la 

autonomía universitaria, ha establecido un régimen electoral sustancialmente diferente 

a lo ordenado por la Sala Constitucional en la sentencia 0324. Resulta innegable del 

análisis realizado, que la UCV ha sido víctima de presiones por parte del Estado para 

vulnerar la autonomía universitaria y el concepto de comunidad universitaria en 

contrariedad a lo previsto en el artículo 109 de la Constitución Nacional. 

 
8. Sin embargo, el ejercicio de la autonomía universitaria permitió que la UCV incorporara 

porcentualmente en el padrón de electores a los miembros del personal administrativo y 

obreros; propendiendo hacia la realización de sus elecciones de autoridades. 

 

 
Reflexiones de cierre 

1. Las elecciones en la UCV que se materializaron desde principios de 2023 hasta la fecha del 

proceso de la segunda vuelta electoral (celebrado el 30 de junio 2023 para elegir finalmente a 

 

 
 

36 La sentencia 0324 establece “Así, la decisión dispone que “El Registro Electoral Universitario de cada Universidad 

comprenderá cinco (5) registros; el acto eleccionario se hará en forma única para todos los cargos rectorales 

universitarios y en todos los sectores electorales; y los votos de los sectores se sumarán o contarán -de forma 

simultánea- por cada sector electoral, esto es: 1) votos de profesores, 2) votos de estudiantes, 3) votos de egresados, 

4) votos de personal administrativo y 5) votos de personal obrero. 

 
2.- Se proclamará candidato electo únicamente a quien haya resultado ganador en al menos tres (3) de los cinco (5) 

sectores electorales y haya obtenido, a la vez, la mayoría absoluta de votos (mitad más uno) sumados los votos de 

todos los sectores electorales.” 
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algunas autoridades como el cargo de Rector) representan un hito histórico en un contexto de 

“política de Estado contra la universidad autónoma en Venezuela”. 

 

2. La referida política de estado política contra la Universidad se evidencia en diversos patrones 

de violación del derecho a la libertad académica y de asociación, la autonomía universitaria, la 

educación de calidad y derechos humanos conexos, tal como lo han señalado distintos órganos 

internacionales de derechos humanos37, entre éstos, la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH), a través del Mecanismo Especial de Seguimiento para Venezuela (MESEVE), y 

sus Relatorías Especiales sobre los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales 

(REDESCA) y para la Libertad de Expresión (RELE)38, entre otros39. Las acciones y represalias 

contra la universidad autónoma en el país se evidencian a través de patrones y prácticas 

estatales tanto en lo normativo-institucional, como a través del desarrollo de acciones para 

asfixiar presupuestariamente a las universidades públicas, prácticas de criminalización de la 

protesta y la discriminación contra universitarios, la usurpación de funciones y competencias 

propias de las universidad, el asedio del Poder Judicial y otros órganos del Poder Público contra 

las máximas casas de estudio. Todo lo cual ha generado la imposibilidad de alcanzar plenamente 

los propósitos institucionales universitarios, además de la pauperización de la calidad de vida 

de profesores, personal administrativo-obrero y estudiantes40. 

 

37 En el III Informe Anual de la Relatoría Especial sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales 

(REDESCA) de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se destaca como uno de los temas más 

preocupantes para el mandato durante 2019 las violaciones a la libertad académica (véase párrafos 616, 617,618,619 

y 620)   

Ver:http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/IA2019REDESCA-es.pdf 

http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/04/08/cidh-reconoce-la-importancia-de-la-libertad-academica-en- el-

informe-anual-de-su-redesca-2019/  

38 Ver: https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2021/192.asp 
39Ver:https://www.ohchr.org/Documents/Countries/VE/A_HRC_44_20_UnofficialVersion_SP.pdf  
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/03/11/michelle-bachelet-incluye-a-las-universidades-y-ong-entre- sus-
preocupaciones/  

40 Aula Abierta al lado de instituciones académicas y de la sociedad civil reiteradamente han resumido como 

elementos concretos para la identificación de la referida política de estado contra la universidad venezolana los 

siguientes: a) Asfixia presupuestaria: la media de déficit a nivel nacional supera el 95% sin contar las faltas de 

pagos de presupuestos de años anteriores. Las universidades públicas venezolanas quedan impedidas 

estructuralmente de ejercer con normalidad las actividades de docencia, investigación y extensión por falta de 

presupuesto. b) Más de cincuenta (50) decisiones judiciales que transgreden la autonomía de las casas de estudio. 

c) Suspensión de procesos electorales universitarios. d) Designación arbitraria de autoridades universitarias. e) 

http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/IA2019REDESCA-es.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/IA2019REDESCA-es.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/04/08/cidh-reconoce-la-importancia-de-la-libertad-academica-en-el-informe-anual-de-su-redesca-2019/
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/04/08/cidh-reconoce-la-importancia-de-la-libertad-academica-en-el-informe-anual-de-su-redesca-2019/
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/04/08/cidh-reconoce-la-importancia-de-la-libertad-academica-en-el-informe-anual-de-su-redesca-2019/
https://www.ohchr.org/Documents/Countries/VE/A_HRC_44_20_UnofficialVersion_SP.pdf
http://aulaabiertavenezuela.org/index.php/2020/03/11/michelle-bachelet-incluye-a-las-universidades-y-ong-entre-
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3. Sin duda, decisiones judiciales como las estudiadas en el presente informe materializan acciones 

de intervencionismo estatal, respecto a lo cual, la universidad venezolana debe levantar la 

bandera de la autonomía universitaria que goza de fundamento constitucional y tiene bases en 

el Derecho Internacional. Es menester recordar que el Comité de Derechos Económicos Sociales y 

Culturales de la ONU en la Observación General Nro.13 apunta que para el disfrute de la libertad 

académica es imprescindible la autonomía de las instituciones de enseñanza superior, 

concebida como el grado de autogobierno necesario para que sean eficaces las decisiones 

adoptadas por las instituciones de enseñanza superior con respecto a su labor académica, 

normas, gestión y actividades conexas; y que sólo se puede disfrutar del derecho a la educación 

si va acompañado de la libertad académica del cuerpo docente y de los alumnos41. Asimismo 

los Principios Interamericanos sobre Libertad Académica y Autonomía Universitaria42 

desarrollan estándares mínimos en la materia. 

 

4.  Tal como lo realizó la UCV, es impostergable que las universidades autónomas venezolanas 

realicen elecciones para renovar sus autoridades. Para ello deben continuar invocando su 

autonomía universitaria en la definición de la normativa que regirá tales procesos electorales. 

 
5. Desde Aula Abierta se recomienda que en el proceso de elaboración de los reglamentos 

electorales transitorios, las universidades invoquen como fundamento la equidad y consideren 

la posibilidad de incorporar porcentualmente en el padrón de electores a los miembros del 

personal administrativo y obrero según las cuotas que autónomamente cada universidad decida, 

 

Asimismo, la Ley Orgánica de Educación de 2009 creó la figura del Estado Docente que asigna al Ejecutivo 

Nacional competencias de control sobre las normas y políticas de gobierno, ingreso y formación en las 

universidades. Esta figura ha sido agravada por los Planes de la Patria (2013-2019/2019-2025), los cuales 

condicionan el proyecto educativo universitario a la construcción del ideario “socialista”, que contraviene el 

concepto de universidad plural y democrática establecido en la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela. f) Incidentes de inseguridad (marzo 2020-diciembre 2021): Han sido contabilizados por 

organizaciones de la sociedad civil la ocurrencia de más de trescientos sesenta y nueve (369) incidentes de 

inseguridad en las universidades, lo cual representa una de las consecuencias de la asfixia presupuestaria. g) 

Imposición de normativa sobre la educación multimodal en violación a la autonomía universitaria. h) Imposición 

del pago de salarios de los universitarios a través del Sistema Patria. i) Imposición de autoridades de facto en las 

universitarias como los “protectores de universidades”. j) Imposición y selección centralizada desde la OPSU de 

cupos de estudiantes en carreras universitarias en el país. k) Irrupciones y visitas a universidades públicas sin la 

debida autorización, así como invasiones violentas en los recintos universitarios por parte de las fuerzas de 

seguridad del Estado y/o civiles armados; entre otros. 

 
41 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Libertad Académica y Autonomía de las Instituciones”, 

<https://www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-13-derecho-educacion-articulo-13>, 1999 (06 de junio de 2020). 
42 Ver: https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Principios_Libertad_Academica.pdf   

https://www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-13-derecho-educacion-articulo-13
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Principios_Libertad_Academica.pdf
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entendiendo que su incorporación en cuotas porcentuales puede ser cónsona con una aspiración 

político participativa legítima de estos sectores. Sin embargo, se insiste en que cada universidad 

debe normativizar los referidos procesos electorales según lo que autónomamente disponga. 

 
6. La posibilidad de la incorporación de trabajadores y obreros en los procesos electores 

universitarios con base en cuotas porcentuales no debe entenderse como incompatible con la 

composición del claustro universitario desde el punto de vista constitucional (Art. 109CRBV), el 

cual no queda duda que está conformado por profesores, estudiantes y egresados, como esencia 

de la “academia”. Más bien, con base a la equidad, podría entenderse que tal incorporación 

complementa de forma progresiva la participación de distintos actores que también hacen vida 

en la universidad para elegir a las autoridades universitarias, sin que éstos tengan rol decisorio 

en los asuntos académicos. 

 
7.  Es importante comprender que algunos precedentes jurisprudenciales sobre la materia han 

contenido elementos transgresores de la autonomía universitaria, por lo cual reposa en cada 

universidad autónoma la tarea de determinar qué contenidos consideran oportunos incorporar 

en sus reglamentos electorales transitorios. 

 
8. Al analizar la experiencia electoral del 2023 en la UCV, se muestra un ejemplo de elección de las 

autoridades universitarias incorporando a sectores obreros y empleados porcentualmente 

dentro de la población electoral. Esto fue lo que autónomamente decidió la UCV. Queda 

pendiente la invitación a cada universidad autónoma del país a que estudie y apruebe 

autónomamente las normas para regular los procesos electorales en sus casas de estudios a 

partir de 2023. 


